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APELACIÓN 
procedente del 
Tribunal de 
Primera Instancia, 
Sala de MANATÍ 
 
Civil. Núm.: 
MT2019CV00646 
 
Sobre: COBRO 
DE DINERO 
(REGLA 60) 
 

Panel integrado por su presidenta la Juez Coll Martí, el Juez Ramos 
Torres y la Juez Rivera Marchand 
 
Coll Martí, Jueza Ponente 
 

SENTENCIA  
 

En San Juan, Puerto Rico, a 24 de enero de 2020. 

Comparece la Asociación de Propietarios de Brisas de Mar 

Chiquita, Corp. (apelante) mediante recurso de Apelación y nos 

solicita que modifiquemos el pronunciamiento emitido por el Tribunal 

de Primera Instancia, Sala de Arecibo, el 27 de agosto de 2019, 

debidamente notificado a las partes el 10 de septiembre de 

2019.  Mediante dicha determinación, el foro primario dictó Sentencia 

contra Neftalí Montalvo Díaz, Zoraida Blanco de Montalvo y la 

sociedad de bienes gananciales compuesta por ambos (Montalvo-

Blanco o apelados) y los condenó a pagar la suma de $14,702.51 

adeudada por concepto de cuotas de mantenimiento. En el referido 
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dictamen el foro sentenciador no fijó el pago de costas y honorarios 

de abogado. 

Por los fundamentos que expondremos a continuación se 

CONFIRMA y MODIFICA la sentencia apelada. 

I 

El 6 de agosto de 2019, la Asociación Brisas de Mar Chiquita 

presentó una Demanda en cobro de dinero al amparo de la Regla 60 

de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 60, en contra de Montalvo-

Blanco. En ella, la Asociación alegó ser acreedora de una deuda 

ascendiente a $14,517.97 tras Montalvo-Blanco incumplir con los 

siguientes pagos: cuotas de mantenimiento, derramas, gastos 

extraordinarios operacionales del sistema de acceso controlado y 

seguridad. Indicó que le había requerido el pago de dicha deuda a 

Montalvo-Blanco, pero éstos se habían negado a pagarla, a pesar de 

ser la deuda una vencida, líquida y exigible. Además, la apelante 

solicitó $130.00 por costas, $4,355.39 en concepto de honorarios de 

abogados, el interés legal desde el primer requerimiento de pago y 

$450.00 para gastos de embargo, de ser necesarios en el futuro.  

La vista en su fondo se celebró el 27 de agosto de 2019. En 

ella, Montalvo-Blanco reconoció la deuda, por lo que la Asociación 

Brisas de Mar Chiquita solicitó que se dictara sentencia según las 

alegaciones. En virtud de ello, el Tribunal de Primera Instancia dictó 

Sentencia en cuanto a la deuda reclamada y ordenó a Montalvo-

Blanco pagarle a la Asociación Brisas de Mar Chiquita la suma de 

$14,702.51 por concepto de cuotas de mantenimiento, intereses y 

penalidades. El foro sentenciador no fijó las cuantías referentes a 

costas y honorarios de abogado. 

Insatisfecha con la determinación del foro de origen, el 23 de 

septiembre de 2019, la Asociación Brisas de Mar Chiquita presentó 
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Solicitud de Reconsideración Parcial a los efectos de que se condene 

a Montalvo-Blanco a pagar la suma de $4,355.39 en concepto de 

honorarios de abogados. En dicho escrito, la parte apelante sostuvo 

que a tenor con la Escritura Núm. 15 sobre la Constitución de 

Servidumbre en Equidad de la Urbanización Brisas de Mar Chiquita, 

el incumplimiento con el pago de cualquier cuota le otorga derecho a 

la Asociación Brisas de Mar Chiquita tomar acción legal para cobrar 

lo adeudado y el deudor tendrá que pagar, además de lo debido, los 

gastos legales incurridos.   

De otra parte, acorde con la Ley Núm. 21-1987, conocida como 

la Ley de Control de Acceso de Puerto Rico (Ley de Control de 

Acceso), 23 LPRA sec. 64d-3, de ser necesario recurrir a la vía 

judicial para requerir un pago adeudado, es mandatorio que el foro 

de primera instancia le imponga al deudor moroso el pago de costas 

y honorarios. Sin embargo, el tribunal de origen declaró la referida 

Moción de Reconsideración, No Ha Lugar.  

Inconforme, la Asociación Brisas de Mar Chiquita acudió ante 

nos y puntualizó el siguiente error:  

Erró el Tribunal de Primera Instancia al no imponer honorarios 
de abogado a la parte demandada, cuando la Ley de Control 
de Acceso obliga a los Tribunales a imponer los honorarios 
de abogado, conforme a la cuantía establecida en el 
Reglamento de la Asociación.  

 
 Luego de haberle otorgado término para presentar un escrito 

argumentativo a la parte apelada, no hemos recibido respuesta alguna. 

Mediante el análisis del expediente ante nos, procedemos a resolver.  

II 
 

A. Servidumbres  

Es un principio básico de nuestro ordenamiento que la 

propiedad se presume libre de cargas y gravámenes. No obstante, 

este también permite que se pacten límites y condiciones al derecho 
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de dominio. Rodríguez et al. v. Gómez et al., 156 DPR 307, 311–312 

(2002). Uno de esos límites o condiciones son las servidumbres en 

equidad.  

Las servidumbres en equidad contienen unas condiciones 

restrictivas constituidas unilateralmente por el urbanizador, que 

limitan las facultades de los futuros adquirentes.  Estas imponen unas 

limitaciones en cuanto al uso y las edificaciones permisibles con el 

propósito de preservar la belleza, comodidad y la seguridad del 

reparto residencial.  Residentes Parkville v. Díaz, 159 DPR 374, 382-

383 (2003); Asoc. Vec. Urb. Huyke v. Bco. Santander, 157 DPR 534-

35 (2002); Asoc. V. Villa Caparra v. Iglesia Católica, 117 DPR 346, 

351 (1986).  

Las servidumbres en equidad serán válidas cuando concurran 

los siguientes requisitos: (i) que las limitaciones referidas sean 

razonables; (ii) que se establezcan como parte de un plan general de 

mejoras; (iii) que consten de forma específica en el título de la 

propiedad; (iv) que se inscriban en el Registro de la Propiedad. 

Residentes Parkville v. Díaz, supra, pág. 383; Asoc. Vec. Urb. Huyke 

v. Bco. Santander, supra, pág. 535.   Para que una propiedad 

inmueble sea gravada válidamente mediante una servidumbre en 

equidad, sus cláusulas restrictivas deben constar en una escritura 

pública, y, según se ha señalado ya, deben inscribirse en el Registro 

de la Propiedad.  En virtud de ello, las cláusulas restrictivas de una 

servidumbre en equidad adquieren un rango de contratos privados de 

naturaleza real, pues “[u]na vez son inscritas en el Registro de la 

Propiedad, se considera que las restricciones constituyen derechos 

reales oponibles erga omnes, lo que crea entre los predios afectados 

‘una relación de servidumbres recíprocas, pues cada lote o solar es 

predio dominante, a la vez que sirviente, con relación a los demás 
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lotes o solares de la urbanización’”. Asoc. V. Villa Caparra v. Iglesia 

Católica, supra, pág. 353, citando en parte a Vélez Torres, Curso de 

Derecho Civil, 1983, T. II, pág. 417; Carrillo Norat v. Camejo, 107 DPR 

132, 136 (1978). Por su “naturaleza de derecho real inscribible, el 

conocimiento de las limitaciones y condiciones impuestas en virtud 

de la misma, se imputa a todo presente y futuro adquirente de la 

propiedad” gravada por la servidumbre.  Asoc. Vec. Urb. Huyke v. 

Bco. Santander, supra, págs. 535-536.       

Si un tribunal concluye que las restricciones impuestas por una 

servidumbre en equidad son válidas y que aún están vigentes, 

entonces debe hacer cumplir las restricciones impuestas, a menos 

que contravengan la ley, la moral o el orden público. Esta norma 

busca garantizar que se respete la autonomía de la voluntad de las 

partes, quienes contrataron libremente las restricciones incorporadas 

en la servidumbre en equidad. Residentes Parkville v. Díaz, supra, a 

la pág. 385.  

B. Ley de Control de Acceso 

La Ley Núm. 21 del 20 de mayo de 1987, mejor conocida como 

la Ley de Control de Acceso, fue aprobada con el propósito de 

proveerle a nuestro país un mecanismo adicional para combatir la 

criminalidad y promover la participación de la ciudadanía en la lucha 

contra el crimen. 23 LPRA sec. 64 et seq. Esta pieza legislativa 

persigue, además, mejorar la seguridad y tranquilidad de las 

comunidades, procurando así una mejor convivencia e interacción 

comunitaria. Coop. Oriental v. Cons. Tit. 195 DPR 330, 342 (2016); 

Residentes Sagrado Corazón v. Arsuaga, 160 DPR 289 (2003).  

La citada Ley de Control de Acceso dispuso un procedimiento 

mediante el cual las personas que residan en urbanizaciones, 

comunidades o calles, cuyas vías públicas no sean utilizadas como 
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acceso de entrada o salida a otras comunidades, puedan solicitar y 

obtener autorización para establecer un sistema de control de acceso 

a las calles que se encuentran dentro de su área residencial. 23 LPRA 

sec. 64. Dicho estatuto dispone, entre otras cosas, los requisitos 

necesarios para solicitar y obtener los permisos para controlar el 

acceso, 23 LPRA sec. 64a; las notificaciones requeridas para 

efectuar el trámite de cierre, 23 LPRA sec. 64b; las consecuencias de 

violar o incumplir con los requisitos establecidos en la ley, 23 LPRA 

sec. 64d; los requisitos para inscribir el control de acceso en el 

Registro de la Propiedad como un gravamen real sobre el inmueble, 

23 LPRA sec. 64d-1; el proceso para cancelar dicha inscripción, 23 

LPRA sec. 64d-2; y las personas obligadas a contribuir 

económicamente en el mantenimiento del sistema de control de 

acceso, 23 LPRA sec. 64d-3. Residentes Sagrado Corazón v. 

Arsuaga, supra; Asoc. Ctrl. Acc. C. Maracaibo v. Cardona, 144 DPR 

1, 26 (1997). 

Sobre la obligación de pago, la sec. 64 (d)(4) de la Ley de 

Control de Acceso dispone que toda persona que advenga dueño de 

un inmueble que fue sometido al régimen de control de acceso por el 

urbanizador, desarrollador o constructor, estará obligado al pago de 

cuota.   

La sec. 64d-3 (b) de la referida Ley de Control de Acceso indica 

que: 

El propietario que esté en mora será requerido de pago 
mediante correo certificado con acuse de recibo y de no 
efectuar el pago en plazo de quince (15) días a partir de la 
notificación por correo certificado, se le podrá exigir el pago 
por la vía judicial, en cuyo caso el tribunal impondrá al 
deudor moroso el pago de costas y honorarios de 
abogado, cuya cantidad será establecida en el reglamento 
de la asociación de residentes. (Énfasis nuestro). 
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 Entiéndase, que la imposición del pago de costas y honorarios 

de abogado por parte del foro sentenciador es directivo, no es 

opcional. El foro que emita su dictamen para resolver una 

controversia relativa a la deuda por concepto de cuotas de 

mantenimiento tiene a la vez que fijar las cuantías por costas y 

honorarios de abogado. La cantidad que se concederá en costas y 

honorarios de abogado deberá constar en el reglamento de la 

asociación de residentes que reclama la cantidad. Así lo establece la 

mencionada ley.  

 
C. Reclamaciones con cuantía menor de $15,000.00 

La Regla 60 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 60, provee 

un mecanismo expedito para el cobro de reclamaciones que no 

excedan de quince mil dólares ($15,000). En su parte pertinente, 

dicha Regla 60 preceptúa:  

Cuando se presente un pleito en cobro de una suma que 
no exceda los quince mil (15,000) dólares, excluyendo los 
intereses, y no se solicite en la demanda tramitar el caso 
bajo el procedimiento ordinario, la parte demandante 
deberá presentar un proyecto de notificación-citación que 
será expedido y notificado a las partes inmediatamente 
por el Secretario o Secretaria por correo o cualquier otro 
medio de comunicación escrita.  

La notificación-citación indicará la fecha señalada para la 
vista en su fondo, que se celebrará no más tarde de los 
tres (3) meses a partir de la presentación de la demanda, 
pero nunca antes de quince (15) días de la notificación a 
la parte demandada. En la notificación se advertirá a la 
parte demandada que en la vista deberá exponer su 
posición respecto a la reclamación, y que si no comparece 
podrá dictarse sentencia en rebeldía en su contra.  

La parte demandante podrá comparecer a la vista por sí o 
mediante representación legal. El Tribunal entenderá en 
todas las cuestiones litigiosas en el acto de la vista y 
dictará sentencia inmediatamente. Como anejo a la 
demanda, el demandante podrá acompañar una 
declaración jurada sosteniendo los hechos contenidos en 
la demanda o copia de cualquier otro documento que 
evidencie las reclamaciones de la demanda. Si la parte 
demandada no comparece y el Tribunal determina que fue 
debidamente notificada y que le debe alguna suma a la 
parte demandante, será innecesaria la presentación de un 
testigo por parte del demandante y el Tribunal dictará 
sentencia conforme a lo establecido en la Regla 45. Si se 
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demuestra al Tribunal que la parte demandada tiene 
alguna reclamación sustancial, o en el interés de la 
justicia, cualquiera de las partes tendrá derecho a solicitar 
que el pleito se continúe tramitando bajo el procedimiento 
ordinario prescrito por estas reglas o el Tribunal podrá 
motu proprio ordenarlo.  

 

Ante ello, la Regla 60 de Procedimiento Civil, supra, existe para 

agilizar y simplificar los procedimientos en acciones de reclamaciones 

de cuantías pequeñas para así lograr facilitar el acceso a los 

tribunales y una justicia más rápida, justa y económica en este tipo 

de reclamación. Asoc. Res. Colinas Metro v. S.L.G., 156 DPR 88, 97, 

(2002).   

Cuando se presenta una demanda en cobro de dinero se debe 

alegar que la deuda reclamada es una “líquida, vencida y 

exigible”.  Ello se debe a que únicamente procede la concesión de un 

remedio ante aquellas deudas que hayan advenido líquidas, vencidas 

y exigibles. Ramos y otros v. Colón y otros, 153 DPR 534, 546 (2001). 

Una deuda es líquida, vencida y, por tanto, exigible cuando por la 

naturaleza de la obligación o por haberlo requerido el acreedor, la 

deuda debe ser satisfecha.  Asimismo, si la cuantía debida es cierta 

y determinada, se considera que la deuda es líquida y por 

consiguiente, puede ser exigible en derecho ante su vencimiento.  Es 

decir, la deuda es líquida cuando se sabe cuánto es lo que se 

debe.  Ramos y otros v. Colón y otros, id., pág. 546.  De igual forma, 

se entiende que la deuda es “exigible” cuando la obligación no está 

sujeta a ninguna causa de nulidad y puede demandarse su 

cumplimiento.  Guadalupe v. Rodríguez, 70 DPR 958, 966 (1950).  

III 
 

 Le otorgamos oportunidad a la parte apelada para que nos 

diera argumentos a su favor y no recibimos respuesta de su parte. 

Procedimos entonces a analizar el expediente ante nos.  
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 Durante el procedimiento judicial en el foro de origen, el Sr. 

Neftalí Montalvo Díaz compareció a la vista por derecho propio y sin 

la Sra. Zoraida Blanco de Montalvo. El Sr. Montalvo Díaz indicó estar 

autorizado a tomar decisiones y expresiones a nombre de la Sra. 

Blanco y la Sociedad Legal de Gananciales compuesta por ambos. 

En su justo día en corte, la parte apelada-demandada reconoció y 

admitió la deuda en controversia.  

 Los apelados tienen una propiedad sita en la Urb. Brisas de 

Mar Chiquita en el municipio de Manatí, Puerto Rico. Dicha 

urbanización está sujeta a la Escritura Núm. 15 de Constitución de 

Servidumbre en Equidad, Declaración de Derecho y Constitución de 

Condiciones Restrictivas para la Urb. Brisas de Mar Chiquita del 8 de 

noviembre de 2005. La sección H(a) de la cláusula novena de la 

Escritura antes citada dispone lo relacionado a la Delincuencia en el 

Pago de las Cuotas de Mantenimiento y Cuentas Especiales: 

(a)… 
La Junta de Directores de la Asociación podrá suspender los 
derechos de los dueños de una o más unidades residenciales 
que no cumpla con su obligación de pagar a tiempo las cuotas 
de mantenimiento y las cuotas especiales, incluyendo, pero 
sin limitarse al derecho de utilizar las áreas comunes y 
facilidades de la urbanización Brisas de Mar Chiquita, hasta 
tanto las sumas adeudadas a la Asociación sean satisfechas. 
El incumplimiento del pago de cualquier cuota (de 
mantenimiento o especial) dentro del término de treinta (30) 
días contados a partir de la fecha en que la misma se 
encuentra vencida es líquida y exigible, dará derecho a la 
Asociación a tomar acción legal contra el dueño y ejecutar el 
embargo contra la unidad residencial, en cuyo caso se le 
añadirá la cantidad de la cuota, el costo de preparar y radicar 
la demanda en dicha acción judicial, así como todos los 
gastos y costos relacionados al cobro de dicha deuda y en 
caso de que se obtenga una sentencia, la misma incluirá 
intereses sobre la cuota según arriba dispuesto y honorarios 
de abogados razonables señalados por el Tribunal con los 
costos de la acción judicial. 
 

Por otro lado, el Reglamento de la Asociación de Propietarios 

de Brisas de Mar Chiquita, Corp. dispone en su artículo 5.02: 

Violaciones a este inciso conllevan severas sanciones: 
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a) El atraso en el pago de cualquiera de estos renglones 

facultará a la Junta de Directores a tramitar el cobro 

por la vía judicial según lo autoriza la Ley de Control 

de Acceso. 

b) El tener que gestionar el pago de la cuota de 

mantenimiento por la vía legal conllevará los cargos 

adicionales que autoriza la Ley. El propietario será 

responsable de los gastos legales incurridos en el 

trámite de cobro. Adicional se les cobrará a los 

propietarios el 33% del monto adeudado.  

Correctamente, el tribunal resolvió a favor de la parte apelante 

y ordenó al deudor moroso pagar la cantidad de $14,702.51 por 

concepto de cuotas de mantenimiento, intereses y penalidades 

adeudado a la fecha del 1 de agosto de 2019. Sin embargo, no fijó en 

la Sentencia la cuantía correspondiente a costas y honorarios de 

abogado. 

La parte apelante argumenta que el foro sentenciador, aunque 

resolvió la controversia de marras a su favor, omitió fijar una cuantía 

por gastos y honorarios de abogado. Dicho otorgamiento, según 

argumenta y afirmamos, está fijado en la Escritura Matriz de la 

urbanización1, el Reglamento de la Asociación y la Ley de Control de 

Acceso, 23 LPRA sec. 64 et seq. Las referidas regulaciones están en 

armonía y no son contradictorias.  

 La Ley de Control de Acceso, específicamente establece que: 

“se le podrá exigir el pago por la vía judicial, en cuyo caso el tribunal 

impondrá al deudor moroso el pago de costas y honorarios de 

abogado.” 23 LPRA sec. 64d-3. Es claro y firme que el tribunal 

sentenciador tiene que imponer el pago de costas y honorarios de 

abogado al moroso contra quién se levanta la acción en cobro de 

dinero. Siendo así, nos corresponde modificar la sentencia apelada, 

de manera que se ordene a la parte apelada-demandada pagar, 

además, el dinero correspondiente a los honorarios de abogado.  

 
1 Escritura Núm. 15 del 8 de noviembre de 2005, otorgada por el notario Jorge A. Pierluisi.  
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IV 

Por los fundamentos antes expuestos, CONFIRMAMOS y 

MODIFICAMOS la sentencia apelada. Se ordena a los apelados Montalvo-

Blanco pagar la cantidad adeudada por cuotas de mantenimiento 

ascendiente a $14,702.51 y la cantidad de $130.00 por costas, $4,355.39 

en concepto de honorarios de abogados, el interés legal desde el primer 

requerimiento de pago. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 
 
 

LCDA. LILIA M. OQUENDO SOLÍS 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


